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Opinión
EL SACERDOTE Y  

EL RÉGIMEN MATRIMONIAL LEGAL

[1] Son Resoluciones dictadas en recursos contra la calificación del Encargados del Registro Civil.
En la Resolución de 8 de Enero de 2004 (3ª) se intentaba hacer constar un acta de manifestaciones para dejar claro que un matrimonio celebrado entre una persona vecin-
dad civil catalana y otra de vecindad común se regía por el régimen de separación de bienes dado que la primera residencia después de la celebración del matrimonio 
había sido Barcelona. En la Resolución de 22 de noviembre de 2005 (5ª) el supuesto de hecho hace referencia a una escritura (que los particulares llaman capitulaciones) 
en la que se recogen unas manifestaciones con la finalidad de eliminar dudas acerca del régimen económico matrimonial legal, dado que el esposo había adquirido la 
vecindad catalana por residencia continuada durante diez años. En ambos casos se dice expresamente que “se ha de llegar a la conclusión, con independencia de las 
posibles utilidades prácticas de la publicidad de lo pretendido en términos de salvaguardia de la seguridad jurídica de las relaciones económicas entre los cónyuges y de 
estos con terceros, que sólo es posible plantear ‘de lege ferenda’, [por lo que] procede … ratificar la calificación recurrida”.

[2] Manuel PEÑA DE QUIRÓS, Derecho de Familia, Madrid 1989, pag. 181.

I.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

1.- La novedad de la publicidad del régimen legal supletorio.
La posibilidad de la publicidad del régimen económico del matrimonio de carácter legal a través del Registro Civil 

fue introducida por la Ley 20/2011, de 21 de Julio, del Registro Civil en su artículo 60. Anteriormente, de conformidad 
con la Ley  de Registro Civil de 1957 no estaba previsto hacer constar el régimen económico matrimonial legal, por 
eso se rechazó todo intento de los cónyuges de hacer constar en el Registro Civil la documentación (normalmente 
actas notariales de manifestaciones) que tenía como única finalidad determinar o confirmar el régimen económico 
legalmente aplicable por razón del juego de los puntos de conexión establecidos en los artículos 9.2 y 9.3  del C. Civil 
entre las distintas legislaciones territoriales concurrentes (v. Resoluciones de la DGRN de 8 de Enero de 2004 y 22 de 
Noviembre de 2005) [1], aunque se reconoce que ello hubiere sido de utilidad práctica.

2.- Dificultad de averiguación del régimen legal. 
Llegar a saber cuál sea el régimen económico matrimonial en una pareja nunca ha sido tarea fácil en nuestro Ordena-

miento. Habrá que tener presente cuál sea la vecindad de los cónyuges al tiempo de la celebración del matrimonio y 
aplicar las normas de conflicto sobre el tema. En numerosas ocasiones habrá dudas de hecho (tiempo de residencia) y 
de Derecho (vecindad civil, reglas de colisión) [2] . Muchas veces los cónyuges ignoran si están sometidos, en cuanto 
al régimen económico matrimonial al Derecho Común o a algún Derecho Foral (o a algún Derecho extranjero) puesto 
que el mismo depende de la nacionalidad o la vecindad civil que se tenga al tiempo de la celebración del matrimonio, 
sin que cambios posteriores alteren el mismo (artículo 9.2 del Título Preliminar del C. Civil).
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A) DIFICULTAD EN EL CASO DE NACIONALES.
La vecindad civil solamente consta en el Registro 

Civil cuando se ha adquirido por opción, cuando se 
ha hecho por residencia continuada de dos años con 
la subsiguiente declaración en ese sentido o cuando 
se mantiene  por declaración negativa, además de los 
casos en los que se produce la adquisición de la nacio-
nalidad española y se hace constar la vecindad civil a 
la que queda sometido el nuevo español (cfr. artículos 
14 y 15 del C. Civil). Fuera de estos supuestos, los más 
frecuentes, es necesario que acudamos a medios indirec-
tos para saber cuál sea la vecindad civil; principalmente 
será necesario acudir a la presunción de que se tiene la 
vecindad del lugar de nacimiento pero solamente en el 
caso en que los padres también hubieren nacido en dicho 
lugar (artículo  14. 2 del Título Preliminar del C. Civil 
y artículo 69 de la Ley de 21 de Julio de 2011) [3]. Si 
no rige dicha presunción será necesario un expediente 
para declarar, con ese valor presuntivo, que se tiene 
determinada vecindad (artículo 92 de la Ley de 2011); 
igualmente será posible que la vecindad civil quede 
determinada mediante acta notarial de notoriedad (así se 
viene admitiendo desde una Resolución de la DGRN de 
3 de Julio de 1967). 

Una vez determinada la vecindad civil podremos 
aplicar las normas de conflicto interregional (artículos 

9.2  y 14, 15 y 16 del Título Preliminar), pero no por 
ello quedará resuelto el problema ya que será necesario 
también ver en qué momento se celebró el matrimonio 
para saber qué ley era la que estaba vigente y, en su caso, 
si los puntos de conexión que  establecía deben consi-
derarse admisibles a la luz de los actuales preceptos 
constitucionales ( v. Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal 39/2002, de 14 de Febrero).

B) DIFICULTAD EN EL CASO DE 
CIUDADANOS EXTRANJEROS.

La necesidad de precisar cuál sea el régimen 
económico matrimonial de cónyuges de nacionali-
dad extranjera es algo exigible con carácter general 
(aunque con matices). Así se ha señalado por la DGRN 
en Resolución de 15 de julio de 2011, según la cual el 
notario debe desplegar la mayor diligencia en la averi-
guación de cuál es el régimen económico-matrimonial 
de los comparecientes extranjeros, ya que debe tenerse 
presente que la entrada en juego de un ordenamiento 
extranjero no supone la renuncia a la determinación de 
la situación jurídica publicada ni que el notario español 
pueda adoptar una actitud pasiva. Los argumentos que 
se dan son los siguientes: De un lado, el artículo 159 
del Reglamento Notarial no hace distinción alguna, 
por lo que el autorizante debe indagar la situación de 
los otorgantes a fin de averiguar si existen capítulos o 

[3] El artículo 14.6 del Título Preliminar del C. Civil establece que en caso de duda prevalece la vecindad civil del lugar de nacimiento. Pero ello no es una presunción. 
Con demasiada frecuencia se olvida que dicha norma no es nada más que un remedio o una solución para aquellos casos en los que no puede llegar a probarse el hecho 
del que se derivaría determinada vecindad civil.
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contrato matrimonial entre ellos para proceder, tal y 
como exige dicho precepto, testimoniando, en su caso, 
los aspectos particulares que puedan ser relevantes al 
efecto (vid. Resolución de 15 de junio de 2009). De 
otro, el notario español está obligado a aplicar la norma 
de conflicto española (artículo 12.6 del Código Civil) y 
a determinar, de acuerdo a dicha norma, la ley material 
que resulte aplicable al régimen económico de los 
cónyuges. Así aunque el notario desconozca el conteni-
do de la ley material extranjera reflejará debidamente en 
la comparecencia del instrumento público cuál ha de ser 
la norma aplicable a las relaciones patrimoniales entre 
cónyuges. En definitiva, no debe confundirse la falta de 
obligatoriedad de conocer el Derecho extranjero con 
el deber de determinar cuál es la legislación extranjera 
aplicable.

Ahora bien, esa precisión es exigida en distinto 
grado según se trate de cónyuges que tengan la misma o 
distinta nacionalidad.

Para el supuesto en el que ambos cónyuges tuvieren 
la misma nacionalidad se entiende (en aplicación del 
artículo 92 del Reglamento Hipotecario) [4] que dado 
que el régimen no puede ser otro que el de la ley nacio-
nal común,  puede diferirse la cuestión al tiempo de la 
enajenación ya que los actos dispositivos posteriores 
(con independencia del cuál sea el régimen) podrán 
realizarse siempre conjuntamente con el consentimiento 
de ambos (enajenación voluntaria) o demandando a los 
dos (enajenación forzosa).

En cambio, si se trata de cónyuges con distinta 
nacionalidad, la argumentación que se ha hecho es 
distinta: es necesario determinar cuál sea el régimen 
concreto de acuerdo con los criterios de conexión que 
determinan las normas de conflicto de derecho inter-
nacional privado español contenidas en el artículo 9.2 
del Código Civil; de esa manera podrá saberse, si la ley 
aplicable a su régimen económico-matrimonial será una 
ley extranjera, lo que posibilitará que de acuerdo con 

el artículo 92 del Reglamento Hipotecario la finca se 
inscriba con sujeción al régimen matrimonial de esa ley 
nacional, sin necesidad de especificar cuál sea aquél, o 
por el contrario, el régimen económico-matrimonial se 
rige por la legislación española, por lo que de acuerdo 
con el artículo 51.9 del Reglamento Hipotecario, habría 
que manifestar y, en su caso, acreditar (si derivara de 
un pacto capitular), el régimen económico-matrimonial 
concreto, por afectar la adquisición que se inscribe a los 
derechos futuros de la sociedad conyugal [5].

3.- Insuficiencia del sistema. La reforma 
del Reglamento Notarial por Real 
Decreto 45/2007, de 19 de Enero.

Como hemos visto, en numerosas ocasiones ni los 
mismos contrayentes saben con certidumbre el régimen 
legal que rige su matrimonio, especialmente si se trata 
de personas  que han cambiado de residencia o que lo 
hicieron sus padres. No solamente los terceros, sino los 
mismos contrayentes están interesados en despejar las 
dudas acerca del régimen que rige su matrimonio y por 
lo tanto cuál sea la titularidad y régimen jurídico de sus 
bienes. 

La necesidad de clarificar el tema se hizo más 
evidente desde el momento en el que se modificó el 
Reglamento Notarial por Real decreto 45/2007, de 19 
de Enero (entre otros el artículo 159), estableciéndose 
que en las escrituras públicas otorgadas por personas 
casadas que no estén separadas judicialmente, ha de 
expresarse no solamente su régimen económico matri-
monial,  sino también si el mismo es legal supletorio o 
convencional, de tal manera que el Notario, en cumpli-
miento de su deber genérico de control de legalidad de 
los actos y negocios que autoriza, a la hora de redactar 
el instrumento público conforme a la voluntad común 
de los otorgantes –que deberá indagar, interpretar y 
adecuar al ordenamiento jurídico–,  debe desplegar la 

[4] Dispone el artículo 92 (según redacción dada por Real Decreto de 12 de noviembre de 1982) que “cuando el régimen económico matrimonial del adquirente o 
adquirentes casados estuviere sometido a la legislación extranjera, la inscripción se practicará a favor de aquél o aquéllos haciéndose constar en ella que se verifica con 
sujeción a su régimen matrimonial, con indicación de éste, si constare”.
[5] Resolución de la DGRN de 5 de marzo de 2007. Criterio reiterado en otras posteriores. Puede verse la de 4 de Diciembre de 2015, en donde se recogen las Resolu-
ciones anteriores que justifican dicha doctrina.
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mayor diligencia al reflejar en el documento autorizado cuál es el régimen económico matrimonial que 
rige entre los esposos. En tal sentido, establece el artículo 159 del Reglamento Notarial que si dicho 
régimen fuere el legal bastará la declaración del otorgante, lo cual ha de entenderse en el sentido de 
que el Notario, con base en las manifestaciones de los otorgantes (que primordialmente versan sobre 
datos fácticos como su nacionalidad o vecindad civil al tiempo de contraer matrimonio, su lugar de 
celebración o el de la residencia habitual y la ausencia de capítulos –cfr. artículos 9.2 y 16.3 del Código 
Civil–), concluirá que su régimen económico matrimonial, en defecto de capítulos, será el legal suple-
torio que corresponda, debiendo por tanto hacer referencia expresa a tal circunstancia –el carácter legal 
de dicho régimen– al recoger la manifestación de los otorgantes en el instrumento público de que se 
trate. De este modo, se ha dicho por la Dirección General de los Registros y del Notariado que quedan 
suficientemente cubiertas, fuera del proceso, las necesidades del tráfico jurídico (así se ha interpretado 
en Resoluciones de 15 de Junio de 2009, 5 de Marzo de 2010 y 2 de Junio de 2010).  Ahora bien, ha 
de reconocerse por esta misma Dirección General que en última instancia todo queda supeditado a lo 
que declaren los particulares ya que una vez realizada por el Notario autorizante dicha labor de indaga-
ción y de precisión del carácter legal del régimen económico matrimonial, según el artículo 159 del 
Reglamento Notarial, «bastará la declaración del otorgante», entendiéndose que dicha manifestación 
se recogerá por el Notario, bajo su responsabilidad, tras haber informado y asesorado en Derecho a 
dicho otorgante (Resolución de 20 de Diciembre de 2011) [6].

4.- Necesidad de tener en 
cuenta además la legislación 
de la Unión Europea.

A la complejidad anterior hemos de añadir 
el Reglamento (UE) 2016/1103 del Consejo, de 
24 de junio de 2016, por el que se establece 
una cooperación reforzada en el ámbito de la 
competencia, la ley aplicable, el reconocimien-
to y la ejecución de resoluciones en materia de 
regímenes económicos matrimoniales, según 
el cual (artículos 22 y 26) la ley aplicable al 
régimen económico matrimonial será la ley 
del Estado de la primera residencia habitual 
común de los cónyuges tras la celebración del 
matrimonio, o en su defecto, de la nacionalidad 
común en el momento de la celebración, o en 
su defecto con la que ambos cónyuges tengan 
una conexión más estrecha en le momento de la 
celebración del matrimonio.
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II.- LA DETERMINACIÓN DEL RÉGIMEN 
ECONÓMICO MATRIMONIAL DENTRO DEL 
EXPEDIENTE PREVIO.
1.- Supuesto normal de aplicación.

El r.e.m. legal debe hacerse constar en el Regis-
tro Civil al mismo tiempo que se lleve a cabo la 
inscripción del matrimonio. Así parece desprenderse 
de la dicción del artículo 60 en donde la expresión 
“junto a” se refiere más al momento de la inscripción 
del matrimonio que al lugar en donde ha de practi-
carse ya que no hay asientos marginales. Para ello 
será necesario que en la tramitación del expediente 
matrimonial haya quedado determinado. 

Pues bien, en la regulación que del expediente 
se hace en la Ley de 2011 se dice en el artículo 58 
número 6: “Realizadas las anteriores diligencias, el 
Secretario judicial, Notario o Encargado del Regis-
tro Civil que haya intervenido finalizará el acta o 
dictará resolución haciendo constar la concurrencia 
o no en los contrayentes de los requisitos necesarios 
para contraer matrimonio, así como la determinación 
del régimen económico matrimonial que resul-
te aplicable y, en su caso, la vecindad civil de los 
contrayentes, entregando copia a éstos. La actuación 
o resolución deberá ser motivada y expresar, en su 
caso, con claridad la falta de capacidad o el impedi-
mento que concurra.”.

Nos encontramos aquí con un punto muy intere-

sante: ¿es obligatorio que el expediente matrimonial 
–sea quién sea quien lo tramite- tenga que acabar 
siempre determinando el régimen económico matri-
monial? [7]. Así se desprende del texto trascrito.

Ahora bien, para extraer conclusiones debe tener-
se presente tanto esta aparente obligatoriedad, como 
la necesidad de que se llegue a tener una mínima 
certeza por parte del instructor del expediente (o 
del Notario autorizante del acta), siempre bajo el 
principio de lo que nunca puede hacerse es impedir 
la celebración del matrimonio y su posterior inscrip-
ción en el Registro Civil porque de la documentación 
presentada no resulte el r.e.m. legal aplicable. Por 
encima de la publicidad de este dato (que es impor-
tante, pero accesorio) está la necesidad de dar 
publicidad a un matrimonio que ha sido celebrado y 
que es válido.

Las pautas que deben seguirse con arreglo a las 
normas que están vigentes son las siguientes [8]:

	 1. La determinación del régimen econó-
mico matrimonial constará en el expediente o en el 
acta, necesariamente cuando los futuros contrayen-
tes hayan otorgado capitulaciones matrimoniales. Se 
trata del supuesto más fácil de resolver. 

	 2. Cuando no se hubieren otorgado capitu-
laciones matrimoniales, se debe realizar una labor de 
indagación acerca de la ley personal que correspon-
da a cada uno de los futuros contrayentes y aplicar 
los artículos correspondientes del Título Preliminar 
del C. Civil (artículo 9.2) de tal manera que si a los 
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futuros contrayentes no les correspondiere la misma ley personal común, por tener distinta nacionalidad 
o distinta vecindad civil, necesariamente la solución consiste en que habrán de escoger entre el régimen 
económico legal supletorio de la ley personal de cualquiera de ellos o de la residencia habitual, también de 
cualquiera de ellos.

	 3. En todo caso, la determinación del régimen económico matrimonial que resulte aplicable constará 
en el expediente o en el acta cuando, de acuerdo con los datos suministrados y los documentos aportados, el 
instructor o el Notario consideren suficientemente acreditados los hechos de los que se deriva la nacionalidad 
o la vecindad de los futuros esposos. 

	 4. Debe ser posible que se llegue a la fijación del régimen económico matrimonial supletorio (legal) 
que va a regir el matrimonio aunque no resulte totalmente acreditada la ley personal de los futuros contra-
yentes (vecindad o nacionalidad). El argumento a favor de esta afirmación se encuentra en el propio artículo 
58  que habla de la fijación del régimen económico matrimonial como un dato o conclusión distinta de la 
determinación de la vecindad civil (…”.y, en su caso, la vecindad civil de los contrayentes”; v. supra). Igual-
mente, también deberá posibilitarse que pueda  hacerse constar el régimen económico por  declaración de los 
futuros contrayentes, siempre que no sea contradictoria con la documentación aportada [9].

	 5. Y en fin, lo que no puede suceder en ningún supuesto es que se paralice la tramitación del 
expediente o del acta de tal manera que  cuando no fuere posible averiguar el régimen aplicable a los contra-
yentes y estos no hicieran declaración alguna, debería hacerse constar  la advertencia de que para inscribir el 
régimen económico matrimonial legal en el Registro Civil será necesario tramitar con posterioridad o bien 
un expediente complementario o, en su caso, un acta de notoriedad (similar al supuesto del matrimonio ya 
inscrito sin que figure el régimen económico matrimonial y que se analizará posteriormente). 

2.- Matrimonios a los que no es de aplicación.
No es posible aplicar el precepto (artículo 60) a todo tipo de matrimonios, al menos en lo que se refiere al 

momento de la inscripción. En concreto deben quedar fuera todos aquellos supuestos en los que no se haya 
tramitado expediente matrimonial o aquellos en los que en la tramitación del expediente no hay posibilidad 
de que se realice constatación

alguna  de cuáles sean los elementos que nos llevan a uno u otro régimen económico. Así, podemos citar 
los siguientes casos:

	 1. Matrimonio en peligro de muerte: dado que se trata de un matrimonio sin expediente previo, no 
es posible llegar a determinar nada en este punto (artículo 51 del C. Civil) [10].

	 2. Matrimonio de españoles en el extranjero según la forma local cuando ello sea posible (artículo 
49 C. Civil). Dado que la inscripción se va a realizar en virtud de certificación del Registro extranjero, no 
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vendrán datos que hagan posible hacer constar el régimen económico matrimonial (cfr. artículo 28 de la Ley de 2011), 
sin que pueda rechazarse la inscripción por la omisión de dicho extremo.

	 En estos casos hay que tener en cuenta la particularidad que puede resultar por aplicación del artículo 16.3 
del C. Civil [11], ya que solamente posibilita que se aplique (entre españoles) una ley española, con lo que en el caso 
de que los contrayentes tuvieren distinta vecindad civil, no podrá acudirse a la ley de la residencia habitual común (si 
residen en el extranjero) ni a la ley del lugar de celebración (que estamos viendo que es en el extranjero), por lo que 
habrá que acudirse al final (en defecto de pacto) al régimen de separación de bienes del C. Civil, como régimen legal 
supletorio de segundo grado.

	 3. Matrimonio de extranjeros en España [12]: es estos casos es necesario tener en cuenta que pueden acudir 
a las formas de celebración españolas o a la forma admitida por la ley personal de uno de ellos (artículo 50 del C. 
Civil). Presuponiendo que el Registro Civil español sea competente para inscribir dicho matrimonio por tener alguno 
de los contrayentes su domicilio en nuestro país, para practicar la inscripción, no será necesaria la tramitación de un 
completo expediente, sino que será suficiente la certificación [13] expedida por el funcionario competente acreditativa 
de que el matrimonio se ha celebrado en España por los dos extranjeros, cumpliendo lo establecido en la Ley personal 
de cualquiera de ellos (v. artículo 256.4 del RRC, cuyo criterio puede seguir manteniéndose al amparo de los artículos 
28, 95 y 97 de la LRC de 2011).

[6] Esta interpretación de que en al final todo depende de la declaración de los particulares, es la única posible teniendo en cuenta la argumentación realizada por el 
Tribunal Supremo en sentencia de la Sección 6ª de 20 de Mayo de 2008: “No se trata, por lo tanto, de acreditar la realidad de tales circunstancias sino de su mera 
expresión y constancia en el documento, de manera que la fe pública notarial se limita a las manifestaciones de los comparecientes en tal sentido sin otro alcance. No 
hay, por lo tanto, constatación de la acreditación de tales circunstancias de estado civil o régimen económico matrimonial sino de las manifestaciones de los otorgantes 
al respecto y como tal ha de valorarse, en su caso, por los funcionarios a los que la Ley atribuye la facultad de examen o calificación a los efectos oportunos. En conse-
cuencia la impugnación del precepto en tal aspecto, en cuanto le atribuye un efecto que no responde a sus previsiones, debe ser desestimada». Esta interpretación del 
TS es importante a efectos de interpretación, pues no podrá decirse que por la mera manifestación en la escritura está acreditado el estado civil o el régimen económico 
matrimonial, si existieran por ejemplo datos que permitan dudar de ello”.
En otra STS de la misma Sección 6ª de 7 de Julio de 2008 se dice acerca de esta misma cuestión que “(….) no se trata de acreditar la realidad de tales circunstancias, 
sino de su mera expresión y constancia en el documento, de manera que la fe pública notarial se limita a las manifestaciones de los comparecientes en tal sentido sin otro 
alcance. No hay, por lo tanto, constatación de la acreditación de tales circunstancias de estado civil o régimen económico matrimonial sino de las manifestaciones de los 
otorgantes, al respecto y como tal ha de valorarse en su caso por los funcionarios a los que la Ley atribuye la facultad de examen o calificación a los efectos oportunos”.
[7] Se entiende que en aquellos casos en los que la decisión acerca de la capacidad para contraer matrimonio es positiva. En otro caso, obviamente, la cuestión está de 
más.
[8] En este mismo sentido se recoge en el Borrador (de momento no oficial) de Anteproyecto de Reglamento del Registro Civil.
[9] V. artículo 9.2 C Civil.
[10] Cuando no se ha levantado acta de la celebración, el vigente artículo 257 del Reglamento del Registro Civil establece la necesidad de tramitación de un expediente 
antes de la inscripción, pero para comprobar únicamente la inexistencia de impedimentos y la celebración del matrimonio.
[11] Artículo 16.
“1. Los conflictos de leyes que puedan surgir por la coexistencia de distintas legislaciones civiles en el territorio nacional se resolverán según las normas contenidas en 
el capítulo IV con las siguientes particularidades:
1.a Será ley personal la determinada por la vecindad civil.
2ª. (…….)
3. Los efectos del matrimonio entre españoles se regularán por la ley española que resulte aplicable según los criterios del artículo 9 y, en su defecto, por el Código Civil.
En este último caso se aplicará el régimen de separación de bienes del Código Civil si conforme a una y otra ley personal de los contrayentes hubiera de regir un sistema 
de separación”. Esta preferencia que se da a la aplicación del C. Civil, lógicamente fue  discutida doctrinalmente. La cuestión quedó zanjada en STC 226/1993, de 8 
de Julio, según la cual cuando el legislador establece una remisión de tal tipo no es anticonstitucional si se hace (como en la Ley de 1990) como cláusula de cierre en 
búsqueda de la seguridad jurídica y como último remedio después de haber señalado preferentemente otras conexiones y criterios abstractos.
[12] Ambos han de ser extranjeros; si uno de ellos es español no cabe la forma consular ni cualquier otra admitida por la ley personal del otro contrayente.
[13] Que lo más probable es que no contenga referencia alguna al r.e.m. 
[14] Es posible que se trate de un sacerdote docto en temas de Derecho Civil (canónicos catedráticos de Civil los ha habido en la Universidad de Sevilla); pero ello no 
le hace competente para determinar el régimen económico matrimonial legal que corresponda.
[15] Puede verse al respecto  el Decreto de la Conferencia Episcopal Española de 26 de noviembre de 1983, fundamentalmente su artículo 12 (y Anexo 2), que da 
cumplimiento al canon. 1067 y que contiene el esquema de modelo de expediente matrimonial, con los elementos que debe incluir.
[16] Modificadas por las Disposiciones Finales Quinta, Sexta y Séptima de la Ley 15/2015.
[17] Según la Nueva Disposición Adicional Cuarta de la Ley 25/1992, en redacción dada por la Disposición Final Sexta de la Ley 15/2015.
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3.- Matrimonios celebrados 
en forma religiosa.

A) MATRIMONIO CANÓNICO
Cuando se trata de matrimonio 

celebrado en forma canónica ha de 
estarse al artículo VI del Acuerdo 
sobre Asuntos Jurídicos entre España 
y la Santa Sede de 3 de Enero de 
1979 y los artículos 61 y 63 del C. 
Civil; con arreglo a esta normativa, el 
expediente habrá  sido tramitado por 
la autoridad religiosa; entendemos 
que la misma carece de competencia 
para determinar cuál sea la norma que va a regir los efectos civiles patrimoniales del matrimonio [14]. Ello quiere 
decir que en un altísimo porcentaje de matrimonios, en el momento de la inscripción del mismo no vamos a 
contar con el dato del régimen económico matrimonial legal, sin que la omisión de este dato pueda suspender 
la inscripción ya que el artículo 63 del C. Civil lo permite solamente en aquellos casos en los que resulte de la 
documentación presentada que el matrimonio no reúne los requisitos necesarios para la validez [15].

B) MATRIMONIO CELEBRADO EN  LAS DEMÁS FORMAS RELIGIOSAS
De conformidad con las Leyes 24, 25 y 26 de 10 de noviembre de 1992 [16], es posible celebrar matrimonios 

ante ministros de culto de las Iglesias pertenecientes a la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de 
España, ante ministros de la Federación de Comunidades Israelitas (el nuevo nombre es el de “Comunidades 
Judías”) [17] de España y ante los imanes o dirigentes religiosos integrantes de la Comisión Islámica de España.  
Igualmente es posible la celebración del matrimonio en la forma religiosa prevista por las iglesias, confesiones, 
comunidades religiosas o federaciones de las mismas que, inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, 
hayan obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en España (nuevo artículo 58 bis de la Ley de Registro 
Civil de 2011, según redacción dada por la Ley 15/2015 –v.comentario).

Antes de la celebración se debe instruir  el correspondiente expediente (o acta notarial), el cual termina 
con la expedición  por duplicado de la resolución o acta, que incluirá, en su caso, el juicio acreditativo de la 
capacidad matrimonial de los contrayentes, que éstos deberán entregar al ministro de culto encargado de la 
celebración del matrimonio 

Una vez celebrado el matrimonio, el oficiante extenderá certificación expresiva de la celebración del mismo, 
con los requisitos necesarios para su inscripción y las menciones de identidad de los testigos y de las circuns-
tancias del expediente o acta previa que necesariamente incluirán el nombre y apellidos del Secretario judicial, 
Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera extendido, la fecha 
y número de protocolo en su caso. Esta certificación se remitirá por medios electrónicos, en la forma que 
reglamentariamente se determine, junto con la certificación acreditativa de la condición de ministro de culto (v. 
el citado artículo 58 bis de la Ley 20/2011).

La posibilidad, por lo tanto de hacer constar o no el r.e.m. será la misma que existe en el supuesto del 
matrimonio normal, es decir, en la medida en que la tramitación del expediente (o el acta notarial) posibilite el 
que pueda llegarse a fijar cuál sea la ley personal de cada contrayente.


